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meses desde la notificación al interesado de cada uno de los
trámites previstos en dicha Ley, sin que se impulse el trámite
siguiente, se producirá la caducidad del mismo, con archivo
de las actuaciones, salvo en el caso de la resolución, en que
podrá transcurrir un año desde que se notificó la propuesta”.

Del examen del expediente se desprende que iniciado
el procedimiento sancionador mediante acuerdo de fecha 14
de octubre de 1998, notificado el 21 de octubre de 1998,
y siendo la Propuesta de Resolución de 4 de mayo de 1999,
notificada según copia de acuse de recibo que obra en el
expediente el 13 de mayo de 1999, se comprueba que el
plazo de seis meses establecido en la normativa referida ha
transcurrido sobradamente. Procede, en consecuencia, estimar
el recurso interpuesto, anulando la resolución recurrida, por
caducidad del procedimiento sancionador instruido.

Por consiguiente, apreciada la caducidad, no procede
entrar a valorar el fondo de las alegaciones presentadas ya
que en la fecha en que se notificó la Propuesta de Resolución
había transcurrido el plazo de seis meses conforme al artícu-
lo 18.3 del R.D. 1945/83 de 22 de junio.

Vistos, la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para
la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985,
de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Decreto 171/1989,
de 11 de julio, por el que se regulan las hojas de quejas
y reclamaciones de los consumidores y usuarios en Andalucía;
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar el recurso de alzada interpuesto por doña Ana
María Cecilia Gómez, actuando como titular del restaurante
“Los Pinos” contra la Resolución de la Delegación Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria de Málaga, de fecha
5 de octubre de 1999, recaída en el expediente sancionador
PC-538/99, instruido por infracción en materia de protección
al consumidor, confirmando la resolución recurrida en sus pro-
pios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 3 de diciembre de 2001. El Secretario Gene-
ral Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 1 de abril de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 1 de abril de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la reso-
lución adoptada por el Consejero de Gobernación al
recurso de alzada interpuesto por don Juan M. Rivas
Fernández, en representación de Rilomatic, SL, contra
la Resolución del Delegado del Gobierno de Granada
recaída en el expte. núm. GR-521/99-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente, Rilomatic, S.L., de la Resolución del Excmo.
Sr. Consejero de Gobernación al recurso interpuesto contra
la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Granada,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no
haberse podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a
continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a quince de enero de dos mil
dos.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la
Junta de Andalucía en Granada se dictó Resolución en el
expediente arriba referenciado.

Segundo. Notificada la misma el día 13 de octubre de
2000, se interpuso por el interesado recurso de alzada el día
14 de noviembre.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El Consejero de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las Resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma (Ley
6/1983, de 21 de julio).

Por Orden de 18 de junio de 2001, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), esta competencia
de resolución de recursos administrativos ha sido delegada
en la Secretaría General Técnica.

I I

El artículo 115.1 de la LRJAP-PAC da como plazo para
la interposición de recurso de alzada contra las resoluciones
administrativas el de un mes, a partir, según su artículo 48.2,
del día siguiente al de su notificación. A la vista de la fecha de
la notificación de la Resolución (13 de octubre) y de la de
interposición del recurso de alzada (14 de noviembre), éste
fue interpuesto fuera del plazo legalmente establecido, por
lo que deviene firme la Resolución recurrida.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación, resuelvo no admitir el recurso
de alzada interpuesto fuera de plazo, confirmando la Reso-
lución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (Ley 29/1998, de
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13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.2001), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 1 de abril de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 20 de marzo de 2002, de la
Delegación del Gobierno de Jaén, por la que se deter-
minan las cantidades que corresponden a los muni-
cipios de la provincia en concepto de Nivelación de
Servicios Municipales en el ejercicio 2002.

La Orden de 2 de enero de 2002, de la Consejería de
Gobernación (en adelante Orden) establece en su artículo
segundo los criterios para la distribución de los créditos con-
signados en el presupuesto de la Comunidad Autónoma de
Andalucía para el ejercicio 2002 con destino al programa de
Nivelación de Servicios Municipales.

En base a dichos criterios, la citada Orden distribuye los
créditos del programa entre las provincias andaluzas, dele-
gando en los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía,
dentro de su correspondiente ámbito territorial, la competencia
para dictar la resolución que fije las cuantías correspondientes
a cada municipio de la provincia, así como para la aprobación
de los gastos, su compromiso y liquidación, interesando de
la Consejería de Economía y Hacienda la ordenación de los
pagos correspondientes.

En su virtud, y en uso de las facultades que me confiere
el artículo 4 de la Orden,

R E S U E L V O

Primero. Distribuir la cantidad de 3.366.027,89 euros,
correspondientes a la provincia de Jaén, atribuyendo a cada
municipio, por aplicación de los criterios establecidos en el

artículo 2 de la Orden, las cantidades que se indican en el
Anexo.

Segundo. Aprobar, con cargo a la aplicación
0.1.11.00.01.23.463.06.81 A 9, el gasto correspondiente
a las citadas transferencias, que se harán efectivas en dos
pagos para cada Ayuntamiento por importe del 50% cada
uno de ellos, conforme al art. 5 de la precitada Orden.

Tercero. Conforme al artículo 6 de la Orden, los docu-
mentos de pago correspondientes se efectuarán en firme. No
obstante, y a efectos de constancia de la recepción de los
fondos en el plazo de tres meses, contados a partir del abono
del segundo pago correspondiente a la transferencia por nive-
lación del presente ejercicio, los municipios beneficiarios remi-
tirán a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Jaén certificación en la que se acredite el ingreso de las
transferencias y los números de los asientos contables prac-
ticados.

Contra la presente Resolución, que agosta la vía admi-
nistrativa podrá interponerse recurso contencioso-administra-
tivo ante la Sala de Granada del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía en el plazo de dos meses, contados desde el
día siguiente al de su notificación, conforme al art. 46 de
la Ley 29/98, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa, o recurso potestativo de reposición ante el
mismo órgano que dicta el acto en el plazo de un mes, contado
desde el día siguiente al de su notificación, conforme a los
arts. 116 y 117 de la Ley 4/99, de 13 de enero, de modi-
ficación de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Jaén, 20 de marzo de 2002.- El Delegado, Francisco
Reyes Martínez.


